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D I S P O N G O

Artículo único. Modificación de la Orden de 11 de julio de 
2003.

Se introducen en la Orden de 11 de julio de 2003, por la 
que se desarrollan determinados aspectos del funcionamiento 
de los Institutos de Medicina Legal de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía, las siguientes modificaciones:

Primero. El apartado 2 del artículo 1 pasa a tener el si-
guiente tenor literal:

«1.2. Clínica Forense. Realizar el control periódico de 
las personas lesionadas y la valoración de los daños corpo-
rales que sean objeto de actuaciones procesales, estudios de 
los casos de presunta mala praxis médica sin resultado de 
muerte en la forma que determinen las leyes procesales, y los 
peritajes médico legales en el ámbito de la psiquiatría forense 
cuando no exista Servicio especifico para ello.»

Segundo. El apartado 4 del artículo 1 pasar a ser el apar-
tado número 5 con el mismo tenor literal, y se añade un nuevo 
apartado 4, con la siguiente redacción:

«1.4. Psiquiatría Forense. Realizar los peritajes médico 
legales sobre valoración psiquiátrica y estudiar los casos de 
presunta mala praxis médica en el ámbito de la Psiquiatría 
Forense en la forma que determinen las leyes procesales. En 
los Institutos de Medicina Legal en los que no exista Servicio 
de Psiquiatría Forense dichas peritaciones se realizarán en el 
Servicio de Clínica Forense.»

Tercero. La letra b) en el apartado 1 del artículo 2 pasa a 
tener el siguiente tenor literal:

«2.1.b) Servicios de Clínica Forense. Además de los Jefes 
de Servicio de Clínica Forense y de los Jefes de Sección de Po-
liclínica y Especialidades, se adscribirán los Médicos Forenses 
generalistas no adscritos a otros Servicios.»

Cuarto. Se adiciona una nueva letra d) en el apartado 1 
del artículo 2 con la siguiente redacción:

«Servicios de Psiquiatría Forense. Además de los Jefes 
de Servicio de Psiquiatría Forense se adscribirán los Médicos 
Forenses generalistas que se determinen.»

Quinto. El título del apartado 2 del artículo 2 queda redac-
tado de la siguiente forma:

«2.2. Mecanismos de adscripción de los médicos foren-
ses generalistas al Servicio de Patología Forense.»

Sexto. Se incorpora un nuevo apartado 3 al artículo 2, en 
los siguientes términos:

«2.3. Mecanismos de adscripción de los médicos foren-
ses generalistas al Servicio de Psiquiatría Forense.

La adscripción de los médicos forenses generalistas al 
Servicio de Psiquiatría Forense se llevará a cabo conforme a 
los siguientes criterios:

a) En primer lugar, se seleccionarán de entre aquéllos que 
voluntariamente lo soliciten, atendiendo al menor número en el 
escalafón si fuesen funcionarios de carrera o al mayor tiempo 
de servicio prestado cuando se trate de personal interino.

b) En el supuesto de no existir voluntarios, la adscripción 
tendrá carácter forzoso, seleccionándose a los médicos foren-
ses que tengan el mayor número en el escalafón o el menor 
tiempo de servicio prestado.»

Séptimo. Se añade un nuevo artículo 6 con la siguiente 
redacción:

«Artículo 6. Organización del Servicio Psiquiatría Forense 
del Instituto de Medicina Legal.

Al objeto de racionalizar el uso de medios e instalaciones 
disponibles, se especializará el personal que se adscriba a di-
chos Servicios cuya actividad pericial se llevará a cabo en las 
instalaciones habilitadas al efecto en la sede del Área Central 
del Instituto de Medicina Legal.

Al Servicio de Psiquiatría Forense del Instituto de Me-
dicina Legal de Sevilla se adscribirán un total de 6 médicos 
forenses generalistas, sin perjuicio de que la persona titular 
de la Dirección General competente en materia de Medicina 
Legal, si las necesidades de servicio público lo demandaren, 
modifique el número de médicos forenses generalistas adscri-
tos a dicho Servicio.»

Octavo. El artículo 6, «Organización de los Servicios de 
guardia», con su misma redacción pasará a ser el artículo 7.

Noveno. El artículo 7, «Organización administrativa de los 
Institutos de Medicina Legal», con su misma redacción pasará 
a ser el artículo 8.

Décimo. El artículo 8, «Constitución de los Consejos de Di-
rección», con su misma redacción pasará a ser el artículo 9.

Decimoprimero. El artículo 9, «Organización de las Jefa-
turas de los Servicios», con su misma redacción pasará a ser 
el artículo 10.

Disposición final única. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 19 de abril de 2011

FRANCISCO MENACHO VILLALBA
Consejero de Gobernación y Justicia 

 CONSEJERÍA DE SALUD

DECRETO 141/2011, de 26 de abril, de modifica-
ción y derogación de diversos decretos en materia de 
salud y consumo para su adaptación a la normativa dic-
tada para la transposición de la Directiva 2006/123/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de di-
ciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado 
interior.

La Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 12 de diciembre de 2006, relativa a los servicios 
en el mercado interior, establece en su artículo 44 que los 
Estados miembros pondrán en vigor las disposiciones legales, 
reglamentarias y administrativas necesarias para dar cumpli-
miento a lo establecido en dicha Directiva. A tal efecto, ha sido 
aprobada en el ámbito estatal, la Ley 17/2009, de 23 de no-
viembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio. 

Por otro lado, la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de 
modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las acti-
vidades de servicios y su ejercicio, tiene por objeto adaptar la 
normativa estatal de rango legal a lo dispuesto en la mencio-
nada Ley 17/2009, de 23 de noviembre. Entre las leyes que 
se han modificado se encuentra la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
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Reguladora de las Bases del Régimen Local, con una nueva 
redacción a su artículo 84 en lo que respecta a la intervención 
de las Entidades Locales en la actividad de los ciudadanos, y 
la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, que modi-
fica su artículo 25 en relación a la exigencia de autorizaciones 
sanitarias. 

La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 55.2 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, competencia compartida en materia de sani-
dad interior y, en particular, la ordenación y la ejecución de las 
medidas destinadas a preservar, proteger y promover la salud 
pública en todos los ámbitos, incluyendo la salud laboral, la sa-
nidad animal con efecto sobre la salud humana, la sanidad ali-
mentaria, la sanidad ambiental y la vigilancia epidemiológica. 
Igualmente tiene competencias exclusivas de conformidad con 
lo establecido en el artículo 56.5, en materia de ordenación 
del territorio, y del artículo 58.2.4.º, en materia de defensa de 
los derechos de los consumidores, de acuerdo con las bases 
y la ordenación de la actuación económica general, y en los 
términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11.ª y 
13.ª de la Constitución.

Asimismo, según el artículo 235.1 del Estatuto de Auto-
nomía para Andalucía, la Junta de Andalucía desarrolla y eje-
cuta el derecho de la Unión Europea en las materias de su 
competencia, de acuerdo con lo que establezca una Ley del 
Parlamento de Andalucía.

Por su parte, el artículo 42.2.4.º del Estatuto de Autono-
mía para Andalucía reconoce a nuestra Comunidad Autónoma 
competencias en relación con la aplicación del derecho co-
munitario, que comprenden el desarrollo y la ejecución de la 
normativa de la Unión Europea cuando afecte al ámbito de las 
competencias de la Comunidad Autónoma.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
la Ley 3/2010, de 21 de mayo, por la que se modifican diver-
sas leyes para la transposición en Andalucía de la Directiva 
2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de diciembre de 2006, relativa a los servicios en el mercado in-
terior, tiene por objeto adaptar la normativa andaluza de rango 
legal a lo dispuesto en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre. 
Entre las leyes que modifica, se encuentra la Ley 8/2001, de 
12 de julio, de Carreteras de Andalucía, dando una nueva re-
dacción a su artículo 58 en relación con el procedimiento rela-
tivo al otorgamiento de autorización para la instalación, fuera 
de la zona de dominio público, de rótulos de establecimientos 
mercantiles o industriales, indicativos de la actividad que se 
desarrolla en los mismos, el cual queda sustituido por un ré-
gimen de comunicación previa por parte de la persona intere-
sada dirigido a la Administración titular de la vía.

El presente Decreto tiene por objeto modificar y derogar 
diversas normas reglamentarias en materia de salud para su 
adecuación a la normativa anteriormente mencionada, elimi-
nando los obstáculos que impiden el ejercicio de la libertad 
de establecimiento de los prestadores de servicios y a la libre 
circulación de servicios, sin olvidar el derecho a la protección 
de la salud consagrado en el artículo 43 de la Constitución 
Española, y la garantía de la defensa de los consumidores y 
usuarios contenida en su artículo 51.1.

Se modifica la redacción del artículo 2.1 del Decreto 
537/2004, de 23 de noviembre, por el que se regulan los 
derechos de los consumidores y usuarios en las actividades 
de distribución al por menor y suministro a vehículos de com-
bustibles y carburantes en instalaciones de venta directa al 
público y las obligaciones de sus titulares, con el fin de ade-
cuar su contenido a lo previsto en la mencionada modificación 
del artículo 58 de la Ley 8/2001, de 12 de julio, y a los prin-
cipios de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sustituyendo 
los procedimientos de autorización, tanto para la instalación 
de pilares informativos indicativos de la actividad que se de-
sarrolla en los mismos, como para la sustitución de dichos 
pilares informativos por carteles en el caso de que concurran 

circunstancias especiales que no hagan aconsejable su colo-
cación, por un régimen de comunicación previa por parte de la 
persona interesada. 

Asimismo, se modifica el Reglamento Sanitario de Pis-
cinas de Uso Colectivo, aprobado por Decreto 23/1999, de 
23 de febrero, y el Reglamento de Policía Sanitaria Mortuoria, 
aprobado por Decreto 95/2001, de 3 de abril, con el fin de 
adaptarlos a los actuales artículo 84 de la Ley 7/1985, de 2 
de abril, y artículo 22.1 del Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones Locales, aprobado mediante Decreto de 17 de 
junio de 1955, al objeto de introducir la declaración responsa-
ble como mecanismo ordinario de intervención administrativa 
respecto de determinadas actividades de servicios en el ám-
bito local.

Se deroga el Decreto 189/2001, de 4 de septiembre, por 
el que se regulan los Planes de Formación de Manipuladores 
de Alimentos y el Régimen de Autorización y Registro de Em-
presas y Entidades que impartan formación en materia de ma-
nipulación de alimentos, eliminando la autorización adminis-
trativa previa de las entidades formadoras de manipuladores 
de alimentos y los programas a impartir por dichas entidades, 
sustituyendo dicha autorización previa por un sistema de vigi-
lancia e inspección permanente de las empresas alimentarias 
por parte de las autoridades sanitarias competentes. Dicha 
derogación viene determinada por la derogación normativa 
que el Real Decreto 109/2010, de 5 de febrero, por el que se 
modifican diversos reales decretos para su adaptación a la Ley 
17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las acti-
vidades de servicios y su ejercicio, y a la Ley 25/2009, de 22 
de diciembre, por la que se modifican diversas leyes para su 
adaptación a la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, realiza del 
Real Decreto 202/2000, de 11 de febrero, por el que se esta-
blecen las normas relativas a los manipuladores de alimentos.

Igualmente, se deroga el Decreto 444/1996, de 17 de sep-
tiembre, por el que se regula el procedimiento de autorización, 
el reconocimiento de la acreditación y el registro de los Labora-
torios de Salud Pública en Andalucía, por lo que se suprime la 
obligatoriedad de solicitar autorización previa para realizar las 
funciones de autocontrol analítico a las que puedan estar obliga-
das las empresas o titulares de los servicios en los ámbitos am-
biental y alimentario. Desde su aprobación en 1996, diferentes 
normas han ido estableciendo los requisitos de calidad que de-
ben cumplir los laboratorios que participan en los diferentes ám-
bitos de actuación del Decreto 444/1996, de 17 de septiembre, 
y que en líneas generales suponen la consolidación de la acre-
ditación, en base a la norma UNE-EN ISO/IEC 17025, como ga-
rantía de competencia técnica y requisito de calidad establecido 
en las normativas de ámbito sanitario tanto ambiental como ali-
mentario. Asimismo, de acuerdo con el Reglamento (CE) núm. 
2004/882/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 
de abril de 2004, sobre los controles oficiales efectuados para 
garantizar la verificación del cumplimiento de la legislación en 
materia de piensos y alimentos y la normativa sobre sanidad 
animal y bienestar de los animales, sólo se considerarán válidos 
para el control oficial los resultados de muestras analizadas en 
laboratorios acreditados conforme a la norma europea EN ISO/
IEC 17025.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Salud, de 
conformidad con el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de 
octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalu-
cía, de acuerdo con el Consejo Consultivo y previa delibera-
ción del Consejo de Gobierno en su reunión del día de abril 
de 2011,

D I S P O N G O

Artículo primero. Modificación del Decreto 537/2004, de 
23 de noviembre, por el que se regulan los derechos de los 
consumidores y usuarios en las actividades de distribución al 
por menor y suministro a vehículos de combustibles y carbu-

Ana
Resaltado
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rantes en instalaciones de venta directa al público y las obliga-
ciones de sus titulares.

Uno. El artículo 2 queda redactado en los siguientes tér-
minos:

«Artículo 2. Información al consumidor en los accesos o 
entradas de las instalaciones.

1. En los accesos o entradas a las instalaciones de venta 
al público deberán instalarse, previa comunicación a la Admi-
nistración titular de la vía, en los términos que establece el 
artículo 58.7 de la Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras 
de Andalucía, pilares informativos perfectamente visibles y le-
gibles que permitan a los consumidores y usuarios, sin necesi-
dad de entrar en el recinto, tener conocimiento de la siguiente 
información:

a) El horario de apertura y cierre de las instalaciones.
b) El precio de venta al público, por litro, de los diferentes 

tipos de gasolinas y gasóleos.
c) La expresión de “autoservicio” cuando el suministro 

sea en dicho régimen y, en su caso, horario del mismo si no 
fuera a tiempo completo.

d) Medios y modalidades especiales de pago que se ad-
miten, incluida, en su caso, la indicación de que se exige pre-
pago.

e) Nombre y domicilio de la empresa responsable de la 
instalación.

Dichos pilares informativos podrán ser sustituidos por 
carteles en el caso de que concurran circunstancias especia-
les que no hagan aconsejable su colocación por razones de 
espacio, visibilidad o seguridad, especialmente en el caso de 
instalaciones situadas en zona urbana, previa comunicación a 
la Dirección General competente en materia de Consumo de 
las circunstancias especiales concurrentes que justifican tal 
sustitución.

2. La comunicación previa para la sustitución de pilares 
informativos por carteles a que se refiere el párrafo segundo 
del apartado 1 será presentada por la persona interesada o 
aquella que, en su caso, la represente, conforme al modelo 
que figura como Anexo de este Decreto.

3. Dentro de los mismos pilares, o en otros carteles, po-
drá informarse al público de aquellos otros servicios que se 
prestan en la instalación.

4. La información a la que se refieren los apartados ante-
riores se entenderá sin perjuicio del cumplimiento de las exi-
gencias que sobre información a los consumidores y usuarios 
se contengan en otras normas.»

Dos. Se añade como Anexo el formulario “Comunicación 
previa para la sustitución de pilares informativos por carteles 
en las instalaciones de distribución al por menor y suministro 
a vehículos de combustibles y carburantes” a que se refiere el 
apartado 2 del artículo 2, que figura como Anexo al presente 
Decreto.

Artículo segundo. Modificación del Reglamento de Policía 
Sanitaria Mortuoria, aprobado por Decreto 95/2001, de 3 de 
abril.

El artículo 46 del Reglamento de Policía Sanitaria Mor-
tuoria, aprobado por el Decreto 95/2001, de 3 de abril, queda 
redactado en los siguientes términos:

«Artículo 46. Apertura de cementerios.
1. Previo a su puesta en funcionamiento, la persona 

interesada o aquella que, en su caso, la represente, deberá 
presentar ante el Ayuntamiento competente una declaración 
responsable sobre el cumplimiento de las normas y demás 
requisitos técnico-sanitarios establecidos en el presente Regla-
mento, la disponibilidad de la documentación que lo acredita, 
a la vez que se compromete a mantener su cumplimiento en 
el tiempo durante el que se desarrolle la actividad del cemen-
terio. De conformidad con lo establecido en el artículo 71 bis.3 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, la presentación de la declaración responsable 
facultará para el ejercicio de la actividad, desde el día de su 
presentación, sin perjuicio de las facultades de comprobación, 
control e inspección atribuidas a las Administraciones autonó-
mica y municipal en el presente Reglamento, pudiendo adop-
tarse las medidas cautelares o sancionadoras que, en su caso, 
correspondan. 

De acuerdo con el primer párrafo del apartado 4 del ar-
tículo 71 bis de la mencionada Ley, la inexactitud, falsedad u 
omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, manifestación 
o documento que se acompañe o incorpore a la declaración 
responsable, o la no presentación de la misma, determinará 
la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad 
afectada desde el momento en que se tenga constancia de 
tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades penales, 
civiles o administrativas a que hubiera lugar, y de la posibi-
lidad de que, mediante previa resolución administrativa que 
declare tales circunstancias, se le pueda exigir la obligación 
de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de 
la actividad, así como la imposibilidad de instar un nuevo pro-
cedimiento con el mismo objeto durante un período de tiempo 
determinado, todo ello conforme a los términos establecidos 
en las normas sectoriales de aplicación. 

2. En el plazo máximo de diez días, a contar desde la fe-
cha de recepción de la declaración responsable en el registro 
del Ayuntamiento en cuestión, éste remitirá a la correspon-
diente Delegación Provincial de la Consejería competente en 
materia de Salud, la citada declaración.

3. La Delegación Provincial de la Consejería competente 
en materia de Salud emitirá un informe en el plazo de un mes, 
a computar desde la fecha de recepción de la declaración por 
la Delegación Provincial, que se pronunciará sobre la ade-
cuación de las instalaciones a los requisitos establecidos en 
este Reglamento. El informe será notificado al Ayuntamiento. 
Transcurrido el plazo señalado sin que la Delegación Provincial 
hubiera notificado el informe, se entenderá favorable.»

Artículo tercero. Modificación del Reglamento Sanitario de 
Piscinas de Uso Colectivo, aprobado por Decreto 23/1999, de 
23 de febrero.

El artículo 28 del Reglamento Sanitario de las Piscinas 
de Uso Colectivo, aprobado por el Decreto 23/1999, de 23 de 
febrero, queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 28. Autorización e inicio de la actividad.
1. La concesión de las licencias municipales para la cons-

trucción o reforma de las piscinas de uso colectivo estará 
condicionada a la existencia de un informe sanitario favorable 
de la correspondiente Delegación Provincial de la Consejería 
competente en materia de Salud, que se pronunciará sobre 
la adecuación de las instalaciones y servicios a los requisitos 
previstos en el presente Reglamento.

2. El informe citado en el apartado 1 se solicitará por 
el Ayuntamiento a la correspondiente Delegación Provincial, 
quien en el plazo de un mes deberá emitir informe sanitario. 
Si al vencimiento del plazo no se ha evacuado el informe, se 
entenderá favorable.

3. Finalizadas las obras de construcción o reforma, y 
con anterioridad a la fecha prevista de apertura al público, la 
persona interesada o aquella que, en su caso, la represente, 
deberá presentar ante el Ayuntamiento competente una de-
claración responsable sobre el cumplimiento de las normas 
y demás requisitos técnico-sanitarios establecidos en el pre-
sente Reglamento, la disponibilidad de la documentación que 
lo acredita, a la vez que se compromete a mantener su cum-
plimiento en el tiempo durante el que se desarrolle la actividad 
en las instalaciones. De conformidad con lo establecido en 
el artículo 71 bis.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, la presentación de la 
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declaración responsable facultará para el ejercicio de la ac-
tividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las 
facultades de comprobación, control e inspección atribuidas 
a las Administraciones autonómica y municipal en el presente 
Reglamento, pudiendo adoptarse las medidas cautelares o 
sancionadoras que, en su caso, correspondan.

De acuerdo con el apartado 4 del artículo 71 bis de la 
mencionada Ley, la inexactitud, falsedad u omisión, de carác-
ter esencial, en cualquier dato, manifestación o documento 
que se acompañe o incorpore a la declaración responsable, o 
la no presentación de la misma, determinará la imposibilidad 
de continuar con el ejercicio de la actividad afectada desde el 
momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin per-
juicio de las responsabilidades penales, civiles o administrati-
vas a que hubiera lugar, y de la posibilidad de que, mediante 
previa resolución administrativa que declare tales circunstan-
cias, se le pueda exigir la obligación de restituir la situación 
jurídica al momento previo al inicio de la actividad, así como la 
imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo 
objeto durante un período de tiempo determinado, todo ello 
conforme a los términos establecidos en las normas sectoria-
les de aplicación.

4. En el plazo máximo de diez días, a contar desde la fe-
cha de recepción de la declaración responsable en el registro 
del Ayuntamiento en cuestión, éste remitirá a la correspon-
diente Delegación Provincial de la Consejería competente en 
materia de Salud la citada declaración, a efectos de facilitar el 
ejercicio de las funciones de control y tutela de la salud pública 
que corresponden a la Administración de la Junta de Andalu-
cía, y sin perjuicio de la adopción, en su caso, de las medidas 
cautelares o sancionadoras que pudieran corresponder.»

Disposición transitoria única. Procedimientos ya iniciados.
1. Los procedimientos contemplados en el presente De-

creto que se hayan iniciado con anterioridad a la entrada en 
vigor del mismo se tramitarán y resolverán por la normativa 
vigente en el momento de la presentación de la solicitud. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la 
persona interesada podrá, con anterioridad a la notificación de 
la resolución, desistir de su solicitud y optar por la aplicación 
de la nueva normativa.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o in-

ferior rango se opongan a lo establecido en este Decreto y, 
expresamente, las siguientes:

a) El Decreto 189/2001, de 4 de septiembre, por el que 
se regulan los Planes de Formación de Manipuladores de Ali-
mentos y el Régimen de Autorización y Registro de Empresas 
y Entidades que impartan formación en materia de manipula-
ción de alimentos.

b) El Decreto 444/1996, de 17 de septiembre, por el que 
se regula el procedimiento de autorización, el reconocimiento 
de la acreditación y el registro de los Laboratorios de Salud 
Pública en Andalucía.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución. 
Se faculta a la Consejera de Salud para dictar cuantas 

disposiciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución 
del presente Decreto.

Igualmente, se autoriza a la Consejera de Salud para ac-
tualizar, mediante Orden, el contenido del Anexo del Decreto 
537/2004, de 23 de noviembre, que se añade en este Decreto. 

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de 

su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 26 de abril de 2011

JOSÉ ANTONIO GRIÑÁN MARTÍNEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

MARÍA JESÚS MONTERO CUADRADO
Consejera de Salud 
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COMUNICACIÓN PREVIA

SUSTITUCIÓN DE PILARES INFORMATIVOS POR CARTELES EN LAS INSTALACIONES DE DISTRIBUCIÓN AL POR 
MENOR Y SUMINISTRO A VEHÍCULOS DE COMBUSTIBLES Y CARBURANTES 

Decreto de ............ de .................................................... de ...................... (BOJA nº .............. de fecha ............................. )

Nº REGISTRO, FECHA Y HORACÓDIGO IDENTIFICATIVO

JUNTA DE ANDALUCIA CONSEJERÍA DE SALUD
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ANVERSO ANEXO

DATOS DE LA PERSONA SOLICITANTE Y/O DE SU REPRESENTACIÓN LEGAL1

DATOS DE LA INSTALACIÓN Y DE LOS REQUISITOS PARA LA SUSTITUCIÓN DE LOS PILARES INFORMATIVOS POR CARTELES2

Hombre Mujer

PRIMER APELLIDO:

DNI/NIE O NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN EQUIVALENTE:

TIPO VÍA: NÚM: BLOQUE: ESC: PISO: PUERTA:NOMBRE:

SEXO: NACIONALIDAD:

Hombre Mujer
DNI/NIE O NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN EQUIVALENTE: SEXO: NACIONALIDAD:

RAZÓN SOCIAL:

SEGUNDO APELLIDO: NOMBRE:

PRIMER APELLIDO: SEGUNDO APELLIDO: NOMBRE:

LOCALIDAD:

TELÉFONO: CORREO ELECTRÓNICO:

PROVINCIA: CÓD. POSTAL: PAÍS:

MÓVIL:

LOCALIDAD:

TELÉFONO: CORREO ELECTRÓNICO:

PROVINCIA: CÓD. POSTAL: PAÍS:

MÓVIL:

DOMICILIO:

APELLIDOS Y NOMBRE DEL/DE LA REPRESENTANTE LEGAL, en su caso

TIPO VÍA: NÚM: BLOQUE: ESC: PISO: PUERTA:NOMBRE:
DOMICILIO:

TIPO DE INSTALACIÓN

CONCURRENCIA DE CIRCUNSTANCIAS ESPECIALES QUE NO HACEN ACONSEJABLE LA COLOCACIÓN DE PILARES INFORMATIVOS

Estación de Servicios

Unidad de Suministro

Otro punto de venta al consumidor: ........................................................................................................................................................................................

Razones de espacio

Razones de visibilidad

Razones de seguridad

Otras razones: ........................................................................................................................................................................................................................
................................................................................................................................................................................................................................................

BREVE EXPOSICIÓN DE LAS RAZONES ADUCIDAS QUE JUSTIFICAN LA SUSTITUCIÓN DE LOS PILARES INFORMATIVOS POR CARTELES
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ANEXO 

DATOS DE LOCALIZACIÓN DEL ESTABLECIMIENTO3
TIPO VÍA: NÚM: BLOQUE: ESC: PISO: PUERTA:NOMBRE:

LOCALIDAD:

TELÉFONO: CORREO ELECTRÓNICO:

PROVINCIA: CÓD. POSTAL: PAÍS:

MÓVIL:

DECLARACIÓN, LUGAR, FECHA Y FIRMA4

DECLARA:

- PRIMERO: Que son ciertos cuantos datos figuran en la presente comunicación.
- SEGUNDO: Que cumple con los requisitos establecidos en la normativa vigente para el acceso o ejercicio  de la actividad indicada.
- TERCERO: Que dispone de la documentación que lo acredite y que está informada que la Administración podrá hacer las comprobaciones necesarias relativas al 
  cumplimiento de los datos declarados y tenenca de la correspondiente documentación.
- CUARTO: Que dispone de poder suficiente para actuar como representante de la citada entidad. (Sólo en caso de representación de personas jurídicas)

Y se COMPROMETE:

A mantener su cumplimiento en el tiempo durante el que se desarrolle la actividad.
A comunicar a la Consejería de Salud todos aquellos cambios de domicilio a efectos de notificaciones o de localización de establecimiento durante el período de
 tiempo inherente a dicho reconocimiento o ejercicio.
A someterse a las actuaciones de comprobación a efectuar por la Consejería de Salud así como cualesquiera otras de comprobación que puedan realizar los 
órganos de control competentes, aportando cuanta información les sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

La persona abajo firmante, con conocimiento de que la inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato o manifestación reflejada en la 
presente comunicación previa así como en documentos que posteriormente pudieran ser requeridos por la Administración, determinarán la imposibilidad de 
continuar con el ejercicio del derecho o actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades, 
penales, civiles o administrativas a que se hubiera lugar y de la posibilidad de que, mediante previa resolución administrativa que declare tales circunstancias, se le 
podrá exigir la obligación de restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la actividad correspondiente, así 
como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un periodo de tiempo determinado, todo ello conforme a los términos 
establecidos en las normas sectoriales de aplicación,

En ....................................................... a ..........................de .................................................... de ............................
LA PERSONA SOLICITANTE O REPRESENTANTE LEGAL

Fdo.:........................................................................................................................

ILMO/A. SR/A. DIRECTOR/A GENERAL DE CONSUMO DE LA CONSEJERÍA DE SALUD

PROTECCIÓN DE DATOS
En cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, la Consejería de Salud le informa que los 
datos personales obtenidos mediante la cumplimentación de este documento/impreso/formulario y demás que se adjuntan van a ser incorporados, para su tratamiento, en 
el fichero denominado Sistema de Información de Consumo. Asimismo, se le informa que la recogida y tratamiento de dichos datos tienen como finalidad la gestión y 
tramitación de denuncias, inspecciones y sanciones.
De acuerdo con lo previsto en la citada Ley Orgánica, puede ejercitar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición dirigiendo un escrito a la 
Dirección General de Consumo de la Consejería de Salud de la Junta de Andalucía, Avda. Luis Montoto 87-89, 41071 Sevilla.


